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RV: ALLEGO LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO 11001333501820150014100

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 14/02/2023 11:08 AM

Para: Juzgado 18 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin18bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: asesoriasjuridicas504@hotmail.com <asesoriasjuridicas504@hotmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
Sede Judicial  CAN

RJLP

De: Asesorias Juridicas <asesoriasjuridicas504@hotmail.com>
Enviado: martes, 14 de febrero de 2023 10:41
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: ALLEGO LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO 11001333501820150014100
 

Buen día:

ASESORÍAS JURÍDICAS
CALLE 12 B # 7 -90 Oficina 506
Teléfono:320 325 1220 - 4760033-4762727-4763827.
WhatsApp: 320 325 1220 .
Bogotá D.C. 
asesoriasjuridicas504@hotmail.com  -   notificaciones@asejuris.com
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Doctora 

MARIA ALEJANDRA GALVEZ PRIETO 

JUEZ DIECIOCHO (18) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

E.                                                  S.                                                              D. 

 

 

REF:      EXPEDIENTE No. 11001333501820150014100 

DEMANDANTE:   LUIS ANTONIO VEGA FANDIÑO 

DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL –UGPP 

  

LUIS ALFREDO ROJAS LEON, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 

Bogotá, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad 

de apoderado de la señora de la referencia, en cumplimiento a lo ordenado en el 

Artículo 446 del Código General del Proceso, me permito presentar LIQUIDACIÓN 

DEL CRÉDITO, en los siguientes términos: 

 

LIQUIDACIÓN INTERESES MORATORIOS 

ART. 177 C.C.A. 

Sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - 

Sección Segunda - Subsección C de fecha 7 de junio de 2012 

LUIS ANTONIO VEGA FANDIÑO 

FECHA DE EJECUTORIA 25 de junio de 2012 

FECHA DE PAGO PARCIAL 25 de agosto de 2013 

DIAS DE MORA 426 

VALOR $ 65.704.880 

AÑO MES DIAS DE MORA INTERESES VALOR 

jun-12 30-jun-12 5 2,57% $ 280.888 

jul-12 31-jul-12 31 2,61% $ 1.770.363 

ago-12 31-ago-12 31 2,61% $ 1.770.363 

sep-12 30-sep-12 30 2,61% $ 1.713.255 

oct-12 31-oct-12 31 2,61% $ 1.772.909 

nov-12 30-nov-12 30 2,61% $ 1.715.719 

dic-12 31-dic-12 31 2,61% $ 1.772.909 

ene-13 31-ene-13 31 2,59% $ 1.761.028 

feb-13 28-feb-13 28 2,59% $ 1.590.606 

mar-13 31-mar-13 31 2,59% $ 1.761.028 

abr-13 30-abr-13 30 2,60% $ 1.710.791 

may-13 31-may-13 31 2,60% $ 1.767.817 

jun-13 30-jun-13 30 2,60% $ 1.710.791 

jul-13 31-jul-13 31 2,54% $ 1.726.231 
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ago-13 31-ago-13 25 2,54% $ 1.392.122 

        

 TOTAL INTERESES $ 24.216.820 

  

Respetuosamente solicito que sobre los saldos insolutos por concepto de intereses 

moratorios, se ordene la aplicación de la Indexación o corrección monetaria desde el 

1 de Agosto de 2.013 (día siguiente al pago parcial del fallo judicial) hasta la fecha 

actual en la cual se demuestre su pago total y el cumplimiento de la obligación (9 

años de mora en el pago de la obligación), pues como lo dispone la misma H. Corte 

Constitucional, el pagar sumas desvalorizadas por la pérdida del poder adquisitivo de 

la moneda, no puede predicarse el pago total de una obligación ni ésta puede 

quedar satisfecha, pues en la realidad no se estaría cancelando su justo valor que no 

tiene en el momento de su pago el mismo valor intrínseco que tenía cuando debía ser 

solucionada dicha obligación. 

  

                Sobre este tema, la Sección Segunda – Subsección “A” del Honorable 

Consejo de Estado, Consejero Ponente Dr. GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ, en 

Sentencia del 14 de abril de 2021, dentro del proceso radicado con el No. 25000-23-25-

000-2004-03995-02 (No. Interno 0798-2018), respecto a la actualización de las sumas 

que resultan por la causación de los intereses moratorios desde el día del pago parcial 

de la obligación hasta el pago total de lo adeudado, sostuvo lo siguiente: 

  
“Con relación al tema de indexación de intereses moratorios esta Corporación ha dicho lo siguiente: 

«[…] La indexación sirve como un instrumento equilibrador del fenómeno de la depreciación que sufre 

la moneda nacional por efecto de la pérdida del poder adquisitivo del dinero, debido a las 

fluctuaciones del sistema económico del país. 

  

El ajuste de valor obedece al hecho notorio de la constante y permanente devaluación de la moneda, 

que disminuye, en forma continua, el poder adquisitivo del ingreso, por lo que disponer la indexación, 

es una decisión ajustada a la ley y un acto de equidad, cuya aplicación por parte del Juez encuentra 

sustento en nuestro máximo ordenamiento jurídico, como lo consagra el artículo 230 de la Carta. 

  

Por otra parte, el artículo 178 del C.C.A., prevé para el caso concreto: 

  

Artículo 178. Ajuste al Valor. La liquidación de las condenas que se resuelvan mediante 

sentencias de la jurisdicción en lo contencioso administrativo deberá efectuarse en todos 

los casos, mediante sumas líquidas de moneda de curso legal en Colombia y cualquier 

ajuste de dichas condenas sólo podrá determinarse tomando como base el índice de 

precios al consumidor, o al por mayor. 

  

Ahora bien, a efectos de resolver si es procedente ordenar la indexación de las sumas 

pagadas a la demandante por concepto de intereses moratorios, esta Corporación, con 

base en el artículo 178 del CCA., ha indexado, de oficio, las condenas, así como cuando lo 

que se reclama son sumas de dinero que por mandato legal deben reajustarse 

periódicamente. 

  

Si bien es cierto, que no hay ley o norma expresa que contemple la actualización de las 

sumas de dinero y los intereses en vía gubernativa, también lo es que es un hecho notorio; la 

permanente devaluación de la moneda de curso legal en Colombia. Siguiendo el principio 

de equidad y los derechos a la dignidad humana y al trabajo, es procedente indexar las 

sumas que hayan sido reconocidas a los servidores públicos y trabajadores. 

  

[…] 
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Lo anterior quiere decir que la Constitución Política consagra el principio de la equidad 

como criterio auxiliar en la actividad judicial. En este sentido, debe tenerse en cuenta que la 

justicia es un valor supremo en esta delicada función y que existen en el ordenamiento 

jurídico, disposiciones de orden legal que autorizan la indexación o revalorización de las 

condenas impuestas por esta jurisdicción (artículo 178 del CCA). 

  

Por lo tanto, el reajuste que implique la indexación no hace la deuda más onerosa, ya que 

solo mantiene su valor económico real frente a la progresiva devaluación de la moneda; es 

decir, la obligación no se modifica, sino que se establece el quantum en cantidad 

equivalente al momento del reconocimiento efectivo del derecho que se traduce en el valor 

real de la moneda para la época; lo antes dicho porque no es justo que el trabajador reciba 

un valor devaluado con respecto a lo que tenía el derecho a percibir, pues ello traslada el 

riesgo de la depreciación al trabajador.” 

(…) 

  

“Siendo así, de acuerdo con la jurisprudencia antes transcrita, para el sub examine es 

procedente ordenar la actualización de los intereses solicitados por el ejecutante, pues, a 

diferencia de lo afirmado por el a quo, el ajuste solicitado solo procura mantener el valor 

económico real de los intereses moratorios causados desde el 1 de abril de 2013 hasta que 

se cancele totalmente la obligación, y así evitar la depreciación de las sumas que resultaren 

durante dicho tiempo” 

  

En una situación fáctica y jurídica similar al caso que nos ocupa, el Consejo de Estado – 

Sala de Contencioso Administrativo – Sección Segunda – Subsección A, C.P. Dra. 

SANDRA LISSET IBARRA VELEZ (E), en el Fallo de Tutela de fecha 9 de septiembre de 

2015, Radicación No. 11001-03-15-000-2015-01857-000, manifestó: 

  
“Así, en el caso que se analiza los rubros resultantes de la aplicación de las normas antes 

enunciadas no pueden ser incompatibles toda vez que mientras la indexación procede sobre 

la condena impuesta, es decir, sobres los valores dejados de cancelar mes a mes desde el 05 

de junio de 2004 hasta la ejecutoria del fallo del 21 de junio del 2012; los intereses comerciales 

y moratorios de que rata el Articulo 177 del C.C.A. se devengan desde la ejecutoria del citado 

fallo hasta el pago efectivo de la condena. Así, una y otra figura no están siendo aplicadas 

respecto al mismo periodo y por tanto resulta equivocado afirmar que se estaría haciendo un 

doble pago. 

  

Sobre el tema me permito transcribir algunos apartes de la sentencia proferida por el 

Tribunal  Administrativo de Cundinamarca-Sección Segunda - Subsección “D” de fecha 

26 de Agosto de 2.022, dentro del Proceso Ejecutivo  Rad. No. 

25000232500020060420801; M.P. Doctor CERVELEON PADILLA LINARES, que con 

referencia a la procedencia de la indexación de los intereses moratorios precisó: 

  
“La Sala advierte que, en el caso de estudio tampoco se configura la capitalización de intereses la cual se 

define como aquellos intereses “(…) que se acumulan periódicamente al capital para cobrar intereses 

sobre el nuevo monto, que conceptualmente es un nuevo capital. O sea, la capitalización de intereses 

consiste en convertir  los intereses en capital, para cobrar intereses sobre ellos, conjuntamente con el 

capital anterior” figura que es equivalente al anatocismo en el ámbito jurídico  colombiano y que solo es 

aplicable en el área mercantil por cuanto son transacciones que tiene por objeto el lucro” 

(…) 

“Por lo anteriormente expuesto la Sala concluye que, la indexación es aplicable  cuando dicha 

actualización no se reconoce de manera concomitante con el interés corriente o la 

capitalización de  intereses (interés compuesto). Para determinar la indexación de una suma se 

deberá tener en cuenta como valores de referencia el índice del IPC inicial aquel vigente para 
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la fecha en que se configuró la obligación y el índice del IPC final el que se encuentre vigente 

para el mes del pago efectivo de la misma” 

(…) 

“Por lo tanto, en aplicación del principio de equidad y del artículo 53 de la Constitución 

Nacional (en cuanto ordena preferirla interpretación legal más favorable al trabajador), esta 

Sala ordena aplicar la indexación del total de intereses moratorios (7.328.394,38), que se 

pagarán 11 años después de su causación conforme lo previsto en el artículo 178 del CCA, y 

para ello, deberá aplicarse la fórmula que se señalará a continuación: 

 

                                                               R= RH  Indice Final 

                                                                          Indice Inicial” 

 

Donde R= Es el valor de los intereses moratorios actualizados (lo que se busca) RH=Valor 

de los intereses moratorios reconocidos ($7.328.394,38 Indice Final: Indice de Precios al 

consumidor certificado por el DANE, del mes inmediatamente anterior a la que se 

realice el pago. Indice Inicial: Indice de precios al consumidor certificado por el DANE, 

del mes en que se configuró la cuantía con el pago de los intereses que aquí se 

ejecutan” 

   
Atentamente, 
 

 
LUIS ALFREDO ROJAS LEON 
C.C. No. 6.752.166 de Tunja 
T.P. No. 54.264 del C. S de la J. 
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RV: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA - CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES -
11001333501820210003100

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 9/05/2022 11:04 AM

Para: Juzgado 18 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin18bta@notificacionesrj.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 ...SPCZ...


Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO <jcamacho@ugpp.gov.co>

Enviado: lunes, 9 de mayo de 2022 10:58 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Katherine Martinez Roa <katherinemartinezroa@imperaabogados.com>

Asunto: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA - CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES - 11001333501820210003100
 
Cordial saludo,


En mi condición de apoderado de la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES
PARAFISCALES UGPP demandado en el proceso de la referencia, a través del presente escrito y de acuerdo a poder
que me fue otorgado y que se adjunta al proceso con sus anexos, previo al reconocimiento de personería jurídica y
estando dentro del término legal me permito presentar CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, PODER Y EXPEDIENTE
ADMINISTRATIVO


Número de Proceso: 11001333501820210003100
Demandante: CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE
LA PROTECCIÓN SOCIAL. UGPP
Apoderado: JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO
Memorial: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, PODER Y EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO
Despacho: JUZGADO 18 ADMINISTRATIVO
Notificaciones: jcamacho@ugpp.gov.co - correosugpp@gmail.com

Teléfono: 310 4808966
Link Expediente Administrativo: https://drive.google.com/file/d/1_TwIetKpkmZb5vcYFO6GusTJqTRZm71o/view?
usp=sharing

Agradezco confirmar acuse de recibo y quedo atento a las indicaciones del despacho.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fjcamachougpp.gov.co%2F&data=05%7C01%7Cjadmin18bta%40notificacionesrj.gov.co%7Cf631e4895d274ab4dc1308da31d592cf%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637877090799987968%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=WrkOiknF7Y3sSF7INJWgc7RpYHBWjseiz8SFHaad6C8%3D&reserved=0
mailto:correosugpp@gmail.com
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F1_TwIetKpkmZb5vcYFO6GusTJqTRZm71o%2Fview%3Fusp%3Dsharing&data=05%7C01%7Cjadmin18bta%40notificacionesrj.gov.co%7Cf631e4895d274ab4dc1308da31d592cf%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637877090799987968%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=v%2BVCNJ6aZBoG25Fb833Yhh8NnSXw%2F4OmxZxdQZ2jUso%3D&reserved=0
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 CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES - EXPEDIENTE AD…

-- 


Cordialmente;

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Ffile%2Fd%2F1_TwIetKpkmZb5vcYFO6GusTJqTRZm71o%2Fview%3Fusp%3Ddrive_web&data=05%7C01%7Cjadmin18bta%40notificacionesrj.gov.co%7Cf631e4895d274ab4dc1308da31d592cf%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637877090799987968%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=HPz8B6zrgOdIfcYh1H7x8drVm4DKc6u5BPx2KcQISJY%3D&reserved=0
mailto:contactenos@ugpp.gov.co


 

 

Cel.: (+57) 311 820 2690 - 310 480 8966 

camachovargasabogados@gmail.com 
www.camachovargasabogados.com 

Señor: 
JUEZ DIECIOCHO (18) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.                 S.                     D. 
 
 
 
 
 

Tipo De Proceso:    EJECUTIVO 
Pretensión:   PAGO DIFERENCIAS SENTENCIA JUDICIAL  
Proceso Radicado No.:   110013335021820210003100 
Demandante:    CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES  
Identificación:   41.574.269 
Demandado:    UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP 
 
 
 

JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.949.833 y Tarjeta 
Profesional No. 132.448 del C.S de la J., mayor de edad, vecino de esta ciudad, abogado en ejercicio, obrando en 
calidad de apoderado judicial de la demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP -, a través del presente escrito y de 
acuerdo con el poder que me fue otorgado y que se adjunta al proceso con sus anexos, previo al reconocimiento 
de personería jurídica, y estando dentro del término legal, doy CONTESTACIÓN A LA DEMANDA de la referencia 
en los siguientes términos: 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA Y RAZONES DE DERECHO DE LA DEFENSA 
 

En calidad de apoderado de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP, me opongo a todas y cada una de las 
pretensiones declarativas y de condena presentadas por la demandante CLARA SOFÍA SINISTERRA MORALES, 
por carecer de fundamento jurídico y factico que sustentaré en el acápite correspondiente, en consecuencia 
solicito respetuosamente en sentencia de fondo se exonere de todas las responsabilidades a la entidad que 
represento y se declaren probadas las excepciones enunciadas. 
 

PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a la totalidad de pretensiones de la siguiente forma: 
 
A LA PRIMERA: ME OPONGO por cuanto se trata de una pretensión eminentemente declarativa, ajena en su 
totalidad a la naturaleza del proceso ejecutivo. Lo anterior en la medida en que la solicitud elevada por la parte 
demandante en realidad pretende que se declare que la pensión actualmente devengada por la demandante 
asciende a la suma de “UN MILLÓN DOSCIENTOS DIECISIETE MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y UN MIL PESOS 
M/CTE. ($ 1, 217,431.000)”. Sin embargo, se trata de una pretensión que desborda el proceso ejecutivo y no resulta 
por ende el presente litigio la oportunidad procesal para que un juez de la república determine si “fija” o no, el 
valor de una mesada pensional. 
 
A LA SEGUNDA. ME OPONGO por cuanto mi representada ha realizado los pagos a los que tiene derecho la 
demandante en debida forma y oportunidad, atendiendo a lo resuelto en debida forma respecto a la Resolución 
No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, mediante la cual se reliquidó la pensión de vejez de la señora CLARA 
SOFÍA SINISTERRA MORALES. Por lo anterior, se evidencia que el ejercicio de reliquidación de la pensión de la 
demandante fue realizado mediante acto administrativo que actualmente se encuentra produciendo plenos 
efectos jurídicos, y que no ha sido objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por 
parte de autoridad judicial competente. 
 
A LA TERCERA. ME OPONGO por cuanto la demandante solicita el pago de los intereses moratorios consagrados 
en el artículo 141 de la ley 100 “a partir de la fecha en la que se condenó al pago de las costas y agencias en 
derecho, hasta la fecha en que se efectúe el pago de estas”. Sin embargo, es claro que la disposición normativa 
relacionada no regula en forma alguna la causación de intereses moratorios por el no pago de costas y agencias 
en derecho, haciendo improcedente el pago solicitado. 
 
Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que si hipotéticamente se entendiera que lo que se solicita es el pago 
de intereses moratorios por el no pago de mesadas pensionales, dicha situación no ha sido objeto de declaración 
judicial, con lo cual, no se estructura como una obligación clara, expresa y exigible, susceptible de acción por vía 
de un proceso ejecutivo.  
 
A LA CUARTA. ME OPONGO por cuanto existen sendos fundamentos de hecho y de derecho para que mi 
representada no sea condenada, con lo cual las costas y agencias en derecho que eventualmente se generen por 
el presente proceso deberán ser canceladas por el extremo demandante. 
 

A LOS HECHOS Y OMISIONES DE LA DEMANDA 
 

Los hechos y omisiones fundamento de las pretensiones de la demanda, los contesto así: 
 
PRIMERO: NO ES UN HECHO. Se trata de una afirmación que carece de las características necesarias de tiempo, 
modo y lugar necesarias para determinarlo como un hecho, con lo cual no puede ser tenida en cuenta como un 
hecho ni puede ser objeto de pronunciamiento de fondo por parte de mi representada, al tratarse de una 
afirmación descontextualizada. 
 
SEGUNDO: ES CIERTO. 
 
TERCERO: ES CIERTO. 
 
CUARTO: ES CIERTO. 
 
QUINTO: ES CIERTO. 
 
SEXTO: ES CIERTO. 
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SÉPTIMO: ES CIERTO. 
 
OCTAVO: NO ME CONSTA. Se trata de una afirmación que ante la ausencia de una 
delimitación clara de las condiciones de tiempo, modo y lugar que determinen la 
situación fáctica, resulta imposible afirmar o desvirtuar. En todo caso, se trata de una 
afirmación que deberá ser probada por la parte demandante mediante los medios 
probatorios allegados al presente proceso, que resulten útiles, conducentes y pertinentes 

para acreditar lo dicho en el escrito de demanda. 
 
NOVENO: ES CIERTO. 
 
DÉCIMO: ES CIERTO. 
 
UNDÉCIMO: ES CIERTO. 
 
DUODÉCIMO: ES CIERTO. 
 
DÉCIMO TERCERO: ES CIERTO. 
 
DÉCIMO CUARTO: ES CIERTO. Es de aclarar que en cumplimiento del deber de acatar las órdenes judiciales, mi 
representada procede a proferir la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, mediante la cual se reliquidó 
la pensión de vejez de la señora CLARA SOFÍA SINISTERRA MORALES en debida forma. 
 
DÉCIMO QUINTO: ES CIERTO. 
 
DÉCIMO SEXTO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Es de resaltar que como expresamente dispone la 
Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, en el expediente administrativo no se evidencian los 
certificados de los años 1991 a 1994 y el año 1998, por lo cual para determinar la asignación básica, se hizo uso de 
los valores expresamente establecidos en la sentencia de primera instancia, concretamente a folios 11, 12 y 16.  
 
DÉCIMO SÉPTIMO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Se trata de una nueva reliquidación, que dista 
de la reliquidación debidamente realizada por mi representada mediante Resolución No. RDP 011182 del 8 de 
mayo de 2020, acto administrativo que actualmente se encuentra produciendo plenos efectos jurídicos por 
cuanto no ha sido objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por parte de autoridad 
judicial competente. 
 
DÉCIMO OCTAVO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Se trata de una nueva reliquidación, que dista de 
la reliquidación debidamente realizada por mi representada mediante Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo 
de 2020, acto administrativo que actualmente se encuentra produciendo plenos efectos jurídicos por cuanto no 
ha sido objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por parte de autoridad judicial 
competente. 
 
Es de resaltar que, atendiendo a la misma redacción de la parte demandante frente a los hechos y pretensiones, 
se evidencia que la inconformidad con la liquidación hecha por parte de mi representada no se erige como un 
conflicto jurídico susceptible de ser dirimido por la vía ejecutiva. 
 
DÉCIMO NOVENO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Se trata de una nueva reliquidación, que dista 
de la reliquidación debidamente realizada por mi representada mediante Resolución No. RDP 011182 del 8 de 
mayo de 2020, acto administrativo que actualmente se encuentra produciendo plenos efectos jurídicos por 
cuanto no ha sido objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por parte de autoridad 
judicial competente. 
 
VIGÉSIMO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Se trata de una nueva reliquidación, que dista de la 
reliquidación debidamente realizada por mi representada mediante Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo 
de 2020, acto administrativo que actualmente se encuentra produciendo plenos efectos jurídicos por cuanto no 
ha sido objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por parte de autoridad judicial 
competente. 
 
VIGÉSIMO PRIMERO: NO ES CIERTO en la forma como se plantea. Por cuanto mi representada ha dado debido 
cumplimiento a las sentencias condenatorias que pesan en su contra en relación con la demandante, señora 
CLARA SOFÍA SINISTERRA MORALES. 
 

FUNDAMENTOS FACTICOS Y DE DERECHO DE LA DEFENSA 
 

RESPECTO A LA RELIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN DE LA SEÑORA CLARA SOFÍA SINISTERRA MORALES 
 
Revisado el acto administrativo Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, por medio del cual se reliquidó 
la pensión de vejez de la señora Clara Sofía Sinisterra Morales, se evidencia una debida reliquidación de su 
mesada pensional en estricto cumplimiento de lo ordenado en su momento por el juzgado Dieciocho 
Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, Sección Segunda, y convalidado por el Tribunal Contencioso 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda. Subsección “C”.  
 
Al respecto refiere el precitado acto administrativo: 
 
Que el(a) peticionario (a) ha prestado los siguientes servicios:  
 
Que conforme lo anterior, el interesado acredita un total de 9,508 días laborados, correspondientes a 1,358 
semanas.  
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Que nació el 19 de diciembre de 1952 y actualmente cuenta con 67 años de edad.  
 
Que el(a) peticionario (a) adquirió el status de pensionado (a) el día 19 de diciembre de 
2007.  
 
Que teniendo en cuenta que no se encuentran en el expediente los certificados de 1991 a 
1994 y el año de 1998, para determinar la asignación básica, tal como lo admite el 

despacho se tomaron los valores establecidos por el juzgado para estos años en los folios 11, 12 y 16 de la sentencia 
de primera instancia.  
 
Es de anotar que con ocasión de la solicitud del cumplimiento a este fallo la entidad adelantó gestiones para 
obtener los certificados CETIL, sin que se haya obtenido la correspondiente certificación.  
 
Que no habrá lugar al pago de costas, teniendo en cuenta que no hubo condena al respecto en ninguna de las 
dos instancias.  
 
Que de conformidad con lo ordenado por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA es procedente 
efectuar la siguiente liquidación así:  
 

 
 
QUE LOS VALORES DEL IPC UTILIZADOS PARA ACTUALIZAR EL VALOR DEL IBL FUERON: 1991:26.82%, 
1992:25.13%, 1993:22.60%, 1994:22.59%, 1995:19.46%, 1996:21.63%, 1997:17.68%, 1998:16.70%, 1999:9.23%, 2000:8.75%, 
2001:7.65%, 2002:6.99%, 2003:6.49%, 2004:5.50%, 2005:4.85%, 2006:4.48%  
 
IBL: 823,124 x 75.0 = $617,343  
 
SON: SEISCIENTOS DIECISIETE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y TRES PESOS M/CTE.  
 
Que en el presente caso la normatividad aplicable es la siguiente: 
 

 
 
Fecha status: Fecha de cumplimiento del último requisito para la pensión 
Fecha de efectividad: Día siguiente al retiro definitivo del servicio oficial o del sistema general de pensiones, o de  
la edad legal si para esa fecha se encontraba retirado del servicio. IBL: Es el periodo por liquidar.  
 
Que para calcular la mesada, se toma el valor del IBL multiplicado por la tasa de reemplazo según el régimen 
aplicable.  
 
Mesada Pensional= Valor IBL* Tasa de reemplazo  
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Efectiva a partir del día siguiente al último día liquidado condicionado a retiro o el día 
siguiente del retiro oficial o cese de cotizaciones al Sistema General de Pensiones (SGP). 
 
Efectiva a partir del día siguiente al último día liquidado condicionado a retiro o el día 
siguiente del retiro oficial o cese de cotizaciones al Sistema General de Pensiones (SGP).  
 
Esta pensión estará́ a cargo de:  
 

 
 
ORDEN DE PAGO DE MI REPRESENTADA 
 
En el expediente administrativo que reposa en el archivo de mi representada se evidencia que el pasado 31 de 
marzo de 2022, fue proferido por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP, comunicación dirigida tanto al 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, como a la doctora KATHERINE MARTÍNEZ ROA, en la cual se 
pone conocimiento que la Subdirección Financiera de la Unidad de Gestión Pensional y contribuciones 
Parafiscales – UGPP, ha proferido la Comunicación SFO 106 del 18/03/2022, mediante la cual se da cumplimiento 
a la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020.  
 
Así entonces se evidencia que mi representada ha adelantado las actuaciones pertinentes para que se realice la 
cancelación de los dineros debidamente reconocidos mediante la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 
2020. 
 
SOBRE EL RESPONSABLE DEL PAGO DE LOS DERECHOS PENSIONALES 
 
Ahora bien, no puede perderse de vista que el responsable del pago de los conceptos reclamados por vía judicial 
por la parte demandante no es mi representada, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP, sino al Fondo de 
Pensiones Públicas – FOPEP. 
 
No puede perderse de vista que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 130 de la Ley 100 de 1993, el Fondo de 
Pensiones Públicas – FOPEP- es el encargado de pagar las pensiones, la disposición normativa establece 
claramente: 
 

“ARTICULO 130. Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional. Crease el Fondo de Pensiones 
Públicas del Nivel Nacional, como una cuenta de la Nación adscrita al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, cuyos recursos se administrarán mediante encargo fiduciario.  
 
El Fondo sustituirá a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el pago de las 
pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, y a las demás 
cajas de previsión o fondos insolventes del sector público del orden nacional, que el Gobierno 
determine y para los mismos efectos. El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos 
requeridos para el pago de las pensiones reconocidas o causadas con anterioridad a la 
presente Ley.  
 
A partir de 1995, todas las obligaciones por concepto de pensiones de vejez, de invalidez y de 
sobrevivientes, reconocidas por la Caja Nacional de Previsión, serán pagadas por el Fondo de 
Pensiones Públicas del Nivel Nacional.  
 
El Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, creado por la Ley 33 de 1985 
continuará siendo responsable del reconocimiento y pago de las pensiones de vejez o 
jubilación, de invalidez y de sobrevivientes, y de los servicios de salud de los congresistas y de 
los empleados del Congreso y del Fondo que aporten para los sistemas de pensiones y de 
salud de conformidad con las normas de la presente Ley.” Resaltado fuera del original. 
 

Así las cosas, al versar las pretensiones respecto a inconformidades frente al pago y mencionar en los hechos 
inconsistencias frente a los mismos corresponde al FOPEP realizar las aclaraciones correspondientes, lo anterior 
en la medida en que mi representada ha cumplido estrictamente su labor de reconocer el derecho pensional y 
ordenar su pago, tal y como consta en el artículo tercero de la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020. 
 

EXCEPCIONES 
 

PREVIAS: 
 

1. IMPROCEDENCIA DE PRETENSIONES DECLARATIVAS EN PROCESO EJECUTIVO 
 

Solicito que se declare como probada la presente excepción, por cuanto las pretensiones de la parte demandante 
están dirigidas a controvertir lo dispuesto en un acto administrativo proferido por mi representada, la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL- UGPP, concretamente la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, por cuanto consideran 
errada la reliquidación realizada por mi representada en cumplimiento de la sentencia proferida por el juzgado 
Dieciocho Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, Sección Segunda, y confirmado por el Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda. Subsección “C”.  
 
Sin embargo, se evidencia que el proceso ejecutivo no es el escenario procesal adecuado para debatir el 
contenido de un acto administrativo que se encuentra prestando plenos efectos jurídicos, por cuanto no ha sido 
objeto de revocatoria directa y mucho menos de declaración de nulidad por parte de autoridad judicial 
competente. Así las cosas, existen otros mecanismos procesales adecuados para que, si en concepto de la 
demandante la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020, presenta algún yerro, los mismos sean objeto 
de la correspondiente corrección por parte de mi representada. 
 

2. PAGO. 
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Solicito que se declare como probada la presente excepción, por cuanto en el expediente 
administrativo que reposa en el archivo de mi representada se evidencia que el pasado 31 
de marzo de 2022, fue proferido por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP, 
comunicación dirigida tanto al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, como 
a la doctora KATHERINE MARTÍNEZ ROA, en la cual se pone conocimiento que la 
Subdirección Financiera de la Unidad de Gestión Pensional y contribuciones Parafiscales 

– UGPP, ha proferido la Comunicación SFO 106 del 18/03/2022, mediante la cual se da cumplimiento a la 
Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020.  
 
Así entonces se evidencia que mi representada ha adelantado las actuaciones pertinentes para que se realice la 
cancelación de los dineros debidamente reconocidos mediante la Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 
2020, resultando procedente la exoneración de la ejecución por las sumas efectivamente canceladas por mi 
representada a la demandante. 
 

3. LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO QUE RELIQUIDA LA PENSIÓN DE LA DEMANDANTE 
 
Debido a que las pretensiones de la demandante están dirigidas realmente a la declaración de cuestiones que 
contrarían lo dispuesto en actos administrativos proferidos en desarrollo de esta función administrativa, 
concretamente en lo que atañe a la reliquidación de unas mesadas pensionales, la actora no ha logrado 
desvirtuar la legalidad de los actos acusados. 
 
Al respecto es de resaltar que la atención de las solicitudes que se presenten ante la administración puede llevar 
consigo la expedición de actos administrativos que creen, modifique o extingan situaciones jurídicas de carácter 
particular, los cuales encuentran como uno de sus atributos principales el de la presunción de legalidad, es decir, 
que se encuentra acorde con el ordenamiento jurídico (en el marco obvio de las presunciones) en todos los 
aspectos que lo componen. Al respecto, el Consejo de Estado ha establecido que: 
 

“(…) como lo dice la ley, la doctrina y la jurisprudencia uno de los atributos del Acto 
Administrativo, entendido como emisión de la voluntad de un organismo o entidad pública 
con el propósito de que produzca efectos jurídicos es la denominada “presunción de 
legalidad” que también recibe los nombres de “presunción de validez” “presunción de justicia” 
y “presunción de legitimidad” se trata de una prerrogativa de que gozan los 
pronunciamientos de esa clase, que al desarrollarse y al proyectarse la actividad de la 
administración, ello responde a todas las reglas y que se han respetado todas las normas que 
la enmarcan. Legalidad es sinónimo de perfección, de regularidad se inspira en motivos de 
conveniencia pública en razones de orden formal y material en pro de la ejecutoriedad y de 
la estabilidad de esa manifestación de voluntad (…)” 

 
Así pues, el acto administrativo como expresión de excelencia de la voluntad de la autoridad pública, se presume 
legal, tanto en sus aspectos formales como materiales, entendidos los primeros como aquellos que hacen 
referencia a la competencia del funcionario por quien fue expedido, al sujeto destinatario de la decisión, al objeto 
de la misma y al cumplimiento de las formalidades dispuestas para su expedición; en tanto que los segundos, 
hacen referencia a la adecuada consideración de los elementos de hecho y de la correcta aplicación de la 
normatividad que regula situación jurídica particular. 
 
No obstante, lo anterior y como ya se enunció, la presunción referida corresponde a las llamadas iuris tantum, es 
decir que la misma ha de permanecer vigente, hasta tanto no sea desvirtuada a través del procedimiento judicial 
adecuado, procedimiento que deberá ser adelantado por quien demuestre tener la legitimación de la causa para 
ello. En el presente caso el acto administrativo fue expedido en virtud de una orden judicial y legal.  

 
4. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN PASIVA RESPECTO A LAS PRETENSIONES PAGO 

 
Solicito muy respetuosamente a su despacho se declare la presente excepción como quiera que la parte 
demandante presenta inconformidades respecto al pago de la pensión de la señora CLARA SOFÍA SINISTERRA 
MORALES cuestión que corresponde únicamente al FOPEP, cuenta de la nación que, si bien no cuenta con 
personería jurídica, se encuentra adscrita al Ministerio del Trabajo, siendo necesaria su vinculación para que se 
pronuncie sobre su intervención en los hechos mediante los cuales pretende fundamentar sus pretensiones la 
accionante.  
 
Además debe tenerse en cuenta que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 130 de la Ley 100 de 1993, el 
Fondo de Pensiones Públicas – FOPEP- es el encargado de pagar las pensiones, la disposición normativa 
establece claramente: 
 

“ARTICULO 130. Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional. Crease el Fondo de Pensiones 
Públicas del Nivel Nacional, como una cuenta de la Nación adscrita al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, cuyos recursos se administrarán mediante encargo fiduciario.  
 
El Fondo sustituirá a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el pago de las 
pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, y a las demás 
cajas de previsión o fondos insolventes del sector público del orden nacional, que el Gobierno 
determine y para los mismos efectos. El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos 
requeridos para el pago de las pensiones reconocidas o causadas con anterioridad a la 
presente Ley.  
 
A partir de 1995, todas las obligaciones por concepto de pensiones de vejez, de invalidez y de 
sobrevivientes, reconocidas por la Caja Nacional de Previsión, serán pagadas por el Fondo de 
Pensiones Públicas del Nivel Nacional.  
 
El Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, creado por la Ley 33 de 1985 
continuará siendo responsable del reconocimiento y pago de las pensiones de vejez o 
jubilación, de invalidez y de sobrevivientes, y de los servicios de salud de los congresistas y de 
los empleados del Congreso y del Fondo que aporten para los sistemas de pensiones y de 
salud de conformidad con las normas de la presente Ley.” Resaltado fuera del original. 
 

Así las cosas, al versar las pretensiones respecto a inconformidades frente al pago y mencionar en los hechos 
inconsistencias frente a los mismos corresponde al FOPEP realizar las aclaraciones correspondientes, lo anterior 
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en la medida en que mi representada ha cumplido estrictamente su labor de reconocer 
el derecho pensional y ordenar su pago, tal y como consta en el artículo tercero de la 
Resolución No. RDP 011182 del 8 de mayo de 2020. 
 
Se aclara que la presentación de esta excepción no implica el reconocimiento de derecho 
alguno por mi representada a la parte demandante. 
 
DE FONDO: 

 
1. PRESCRIPCIÓN 

 
Solicito que en caso de que se encuentre probada a lo largo del presente proceso la prescripción de alguno de 
los reconocimientos solicitados por el paso del tiempo, su honorable despacho se sirva decretarla. 
 

2. EXCEPCIÓN GENÉRICA 
 

En virtud de las facultades que confiere el Legislador al señor Juez y si resultare probada alguna otra excepción, 
comedidamente solicito sirva decretarla. 
 

PRUEBAS 
 

Para demostrar los hechos y razones en que mi representada apoya su defensa, solicito al señor Juez se decreten 
las siguientes pruebas: 
 
- DOCUMENTALES: 
 

1. Las documentales ya presentadas por el demandante y que obran en el expediente del presente 
proceso 
 

2. El expediente administrativo que, bajo mi conocimiento, reposa en el archivo de mi representada, la 
UGPP, correspondiente a la señora CLARA SOFÍA SINISTERRA MORALES, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 41.574.269 de Bogotá D.C. 
 

- OFICIOS: 
 
Atendiendo a mi calidad de apoderado externo de la en 
 
Por ostentar la calidad de apoderado externo de la entidad, solicito respetuosamente al Despacho se oficie a la 
entidad U.G.P.P. para que aporte la Comunicación SFO 106 del 18/03/2022, así como toda la documentación 
derivada de la misma y que acredite el pago de dineros en favor de la demandada. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que no los tengo en mi poder. 
 

ANEXOS 
 
Poder especial a mi conferido por la U.G.P.P. y sus correspondientes anexos, los cuales se encuentran aportados 
al expediente. 
 
Los documentos relacionados como prueba en el acápite correspondiente. 
 

NOTIFICACIONES 
 
El suscrito apoderado en la secretaria del Despacho o en la Calle 17 No. 8-49 Ofc. 507, de Bogotá D.C.  
Correo: jcamacho@ugpp.gov.co 
Teléfono: 571 7355718 
 
La Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP en 
la Avenida Carrera 68 No. 13 – 37, de Bogotá D.C.  
Correo: notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
Teléfono: 571 4237300 
 
Del señor Juez, 
 
 
 
 
 
JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO 
C.C. 79.949.833 de Bogotá  
T.P. 132.448 del C.S.J. 
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Señor: 
JUEZ DIECIOCHO (18) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.                 S.                     D. 
 
 
 
 
 

Tipo De Proceso:    EJECUTIVO  
Pretensión:   INTERESES MORATORIOS 
Proceso Radicado No.:   11001333501820210003100 
Demandante:    CLARA SOFIA SINISTERRA MORALES 
Identificación:   41.574.269 
Demandado:    UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP 
 
 
 

JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO, mayor y vecino de esta ciudad, identificado con cédula de ciudadanía 
No. 79.949.833 expedida en Bogotá D.C., y portador de la Tarjeta Profesional No. 132.448 del Consejo Superior de 
la Judicatura, en mi calidad de apoderado judicial de la demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 
 
Por medio del presente me permito allegar PODER GENERAL otorgado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP 
según escritura pública No. 187 del 13 de febrero de 2015, escritura pública No. 875 del 14 de julio de 2015 y Decreto 
0575 de 2013, solicito a su despacho me reconozca personería jurídica con el fin de presentar oposición. 
 
Por lo anterior solicito respetuosamente al despacho se me reconozca personería para actuar dentro del proceso 
de la referencia. 

 
ANEXOS 

 
1. Escritura pública No. 187 
2. Escritura pública No. 875 
3. Decreto 0575 del 22 de marzo de 2013. 
 

NOTIFICACIONES 
 
El suscrito apoderado en la secretaria del Despacho o en la Calle 17 No. 8-49 Ofc. 507, de Bogotá D.C.  
Correo: jcamacho@ugpp.gov.co 
Teléfono: 571 7355718 
 
La Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP en 
la Avenida Carrera 68 No. 13 – 37, de Bogotá D.C.  
Correo: notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
Teléfono: 571 4237300 
 
Del señor Juez, 
 
 
 
 
 
JORGE FERNANDO CAMACHO ROMERO 
C.C. 79.949.833 de Bogotá  
T.P. 132.448 del C.S.J. 
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I 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

lioolrod vOlden ".---------..... 
. , PRE.SIDENCrA DELA REPÚBLICA 

MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDIT< P~tiflRíA JURIOICA 

DECRETO NÚMERO \;. 1:995 DE 2~6+e1!~---- ­· 
. . Revisó f!;r

(-1 NOV20UAPr¿~ .~,c 
Por el cual se acepta una renuncia yse efectúa un nombramiento en la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 

13 del artículo 189 de la Constitución Política, en concordancia con lo dispuesto en los 


articulos 2.2.2.4.10 Y2.2.11.1.3 del Decreto 1083 de 2015, 


DECRETA 

Artículo 10, Aceptación de renuncia. Aceptar a partir de la fecha, la renuncia presentada por la 
doctora MARíA CRISTINA GLORIA INÉS CORTÉS ARANGO, identificada con la cédula de 
ciudadania No. 35.458.394, del cargo de Director General de Unidad Administrativa Especial Código 
0015 de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social- UGPP. 

Artículo 2°, Nombramiento. Nombrar con carácter ordinario al doctor CICERÓN FERNANDO 
JIMÉNEZ RODRíGUEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 3.002.262, en el cargo de 
Director General de Unidad Administrativa Especial Código 0015 de la Unidad Administrativa Especial 
de GestiónPensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP. 

Artículo-3°, Comunicación. Comunicar a través de la Subdirección de Gestión del Talento Humano 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público el presente Acto Administrativo. 

Artículo 4°, Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su expedición. 

PUSLlQUESE, COMUNfQUESE y CÚMPLASE -1 NOV 2019
Dado en Bogotá D.C., a los 

MINISTRO DE HACIENDA DITO PÚBLICO, 

http:2.2.2.4.10















